


PERICIAL JURÍDICA SOBRE EL DERECHO MEXICANO ANTE UN TRIBUNAL DE ESTADOS UNIDOS DE AMÉRICA

I. ANTECEDENTES

1. El asunto que se me consulta se originó por medio de una de­
manda que Mark Winston presentó el día 8 de enero de 2011, 
ante un juez civil del Distrito Federal, México, en contra de 
Max’s Helicopters, expresando que el domicilio del demandado 
se encuentra en el 1600 Pennsylvania Avenue, NW, en Washing­
ton, D.C., en Estados Unidos de América. Se demandó, como 
prestación principal, el pago derivado de la responsabilidad civil 
que ocasionó la muerte de diversas personas.

Expuso que los hechos de la demanda se fundan en un accidente ocu­
rrido en un lugar de Chihuahua, en el que participó un helicóptero y 
donde fallecieron siete personas.

De acuerdo a los datos que se me proporcionaron, el demandado 
proporcionó mantenimiento a ese helicóptero, resultando que la em­
presa demandada no empleó las partes o refacciones necesarias para 
cumplir con los requerimientos mecánicos del helicóptero, lo cual pro­
vocó la muerte de las personas. No me detengo en nombres y detalles, 
salvo los de mayor interés sobre la competencia de los tribunales mexi­
canos para conocer de este caso.

2. El juez vigésimo tercero civil (ante el cual llegó la demanda de 
Mark Winston) dictó la primera resolución judicial habida en el 
caso (el día 13 de enero de 2011). El juez resolvió:

No se da trámite a la demanda que presentan, en razón, de 
que este órgano jurisdiccional carece de legal competencia 
para conocer y resolver respecto del presente juicio dado 
que la acción que se ejerce resulta ser de carácter personal, 
por lo cual el domicilio donde se debe de ejercerse a la 
misma es el que corresponda a la parte demandada.

Esto es, el juez, en esta primera instancia judicial, rechazó la demanda, 
argumentando que por tratarse de una acción personal ésta debió pre­
sentarse en el foro del domicilio del demandado. El tribunal dejó asentado 
que el domicilio del demandado se encuentra en Estados Unidos.

3. Una vez que la demanda íue rechazada, los actores presentaron 
una queja en contra del juez, la cual fue resuelta por la Séptima 
Sala del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal el 7 de 
mayo de 2011. En esta segunda instancia, el tribunal resolvió 
que es infundado el recurso de queja. Para fundar esta resolu­
ción, el tribunal reiteró que se trata de una acción personal, cuyo 
juez debe ser el del domicilio del demandado. Los abogados del 
actor se equivocaron en la elección del foro competente.
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II. MI OPINIÓN Y COMENTARIOS

Hay varios comentarios que es necesario anotar sobre este caso, mismos 
que paso a enumerar y explicar. El punto central sobre el que giran 
estos comentarios está en determinar si el tribunal mexicano resolvió 
acorde a la ley mexicana, así como examinar las hipótesis posibles en 
que un tribunal mexicano pudiera conocer de un caso similar, como el 
que se me presenta.

1. La resolución de los tribunales mexicanos 

es correcta: está apegada a la ley mexicana

Aunque el documento que me enviaron parece voluminoso, no lo es, 
ya que hay documentos repetidos en varias ocasiones. En primer lugar, 
debo afirmar que las resoluciones judiciales mexicanas (las tres) se en­
cuentran apegadas a la ley mexicana. Paso a explicar enseguida.

Los tribunales mexicanos al resolver el asunto (Poder Judicial) invo­
caron (se fundaron en) el artículo 156, fracc. iv, del Código Civil para 
el Distrito Federal, que prescribe:

Artículo 156del CPCDF. Es juez competente [. ..]:
IV. El del domicilio del demandado, si se trata del ejercicio 
de una acción sobre bienes muebles, o de acciones perso­
nales o del estado civil.
Cuando sean varios los demandados y tuvieren diversos 
domicilios, será competente el juez que se encuentre en 
turno del domicilio que escoja el actor;...

En el caso llevado ante los tribunales mexicanos, se reclamó el pago 
de los daños ocasionados con motivo del desplome de un helicóptero, 
pero resulta que éstos se le imputan a un demandado cuyo domicilio se 
encuentra fuera de México.

Se trata, en efecto, de una acción personal. En estos casos, las leyes 
mexicanas prescriben que los tribunales competentes son los del do­
micilio del demandado, el cual no está en México. Esta fue la razón 
por la que el asunto fue rechazado. Ningún tribunal mexicano podría 
aceptar un asunto si el demandado tiene su domicilio fuera de México, 
esto es, si éste se encuentra fuera del foro o jurisdicción territorial del 
tribunal mexicano.

El foro domiciliar, como se le conoce por los doctrinarios, es el 
adoptado por la ley mexicana como el más importante en el caso de 
acciones personales.

México, incluso, es suscriptor de la Interamericana sobre Compe­
tencia en la Esfera Internacional para la Eficacia Extraterritorial de las 
Sentencias Extranjeras. En este convenio se establece que:
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Art. 1, A: En materia de acciones personales de naturaleza 
patrimonial debe satisfacerse alguno de los siguientes su­
puestos, o lo previsto en la sección D de este artículo, si 
fuere del caso:
1. Que el demandado, al momento de entablarse la de­
manda haya tenido su domicilio o residencia habitual en el 
territorio del Estado Parte donde fue pronunciada la sen­
tencia si se tratare de personas físicas, o que haya tenido su 
establecimiento principal en dicho territorio en el caso de 
personas j urídicas;...

Lo que, de alguna manera, fija la postura política de México sobre el 
foro domiciliar.

2. Examen de diversas hipótesis según las cuales

un tribunal mexicano podría asumir competencia sobre el caso

A pesar de lo dicho, resulta de interés e importancia referirme a otras 
hipótesis en las que cabría la posibilidad de que algún otro tribunal 
mexicano, si se cumpliesen algunas condiciones, pudiese aceptar un 
caso como éste. Me referiré a las siguientes hipótesis:

a) Presentar el caso en Chihuahua, lugar donde ocurrió el accidente;
b) Presentar el caso ante un tribunal federal;
c) Resolver que en el extranjero puede producirse una denegación 

de justicia;
d) Reconocer un acuerdo de prórroga de competencia a favor de los 

tribunales mexicanos;
e) Resolver si México posee competencia exclusiva internacional 

sobre algunos asuntos.

Paso a explicar cada una de las hipótesis enunciadas en las siguientes 
líneas. -

a) Presentar el caso en Chihuahua, lugar donde ocurrió el accidente

El hecho que dio lugar al caso judicial ocurrió en Chihuahua, una 
entidad federativa autónoma que cuenta con sus propias leyes y su 
propio Poder Judicial. La hipótesis podría enunciarse diciendo que 
si el hecho generador del caso ocurrió en ese estado, deberían ser los 
tribunales chihuahuenses los competentes para conocer del caso (en 
principio, los tribunales chihuahuenses son competentes para resolver 
asuntos sobre responsabilidad civil). No obstante, mi respuesta es no. 
Los tribunales chihuahuenses no aceptarían ese caso, pues el deman­
dado no reside en Chihuahua.
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las condiciones se individualice), y otra, que el tribunal designado en 
el acuerdo de prórroga quede vinculado, que acepte el poder o compe­
tencia. Por ello, antes de admitirse la prórroga a favor de un tribunal 
mexicano, el tribunal debe revisar las condiciones o requisitos que el 
orden jurídico mexicano o los tratados prescriben.

No hay que olvidar que aceptar una prórroga o reencausamiento a 
un tribunal mexicano sólo sería admitido al amparo de una norma muy 
excepcional, por lo que se trata del caso de una aceptación restringida, y 
que habría que cumplirse con algunas condiciones. Si no se cumple con 
éstas, sería ilegal, no podría aceptarse la competencia o poder que unos 
particulares ofrecen; además, el tribunal mexicano podría resolver que 
los litigantes procuran un fraude a la ley extranjera o una vulneración 
al orden público del foro.

Un hecho relevante es que ya se resolvió (por un tribunal mexicano) 
que México no es competente, que no acepta resolver el caso. Ya no 
se trata de “adivinar” desde Estados Unidos si en México se aceptará 
la competencia, el hecho incontrovertible es que ya la rechazó; ya ni 
siquiera cabría una apelación.

En fin, no hay duda de que no podría admitir el caso, ni que más 
adelante lo pueda hacer.

e) ¿México posee competencia exclusiva internacional sobre algunos asuntos?

Una de las cuestiones que se me formulan consiste en saber si México es 
el único en el mundo que puede conocer de un asunto como el presen­
te. Para ubicar correctamente el problema, se trata de lo que se conoce 
como un asunto de competencia exclusiva internacional. Corresponde a 
la última hipótesis que examinaré.

En la competencia exclusiva internacional, excluyente, incondicio­
nal o reservada, se afirma que los tribunales de un Estado son los únicos, 
dentro de todos los que existan en el mundo, que poseen competencia di­
recta sobre ciertos asuntos específicos. ¿Tendrá México una competencia 
exclusiva para conocer del caso que se me cuestiona? Comenzaré mi 
explicación con un ejemplo.

Ejemplo: en Perú, la competencia sobre derechos reales situados en 
ese país compete exclusivamente a los tribunales del Estado 
peruano (art. 2058 Código Civil). Normalmente, el poder 
o competencia exclusiva es autoatribuido (cada Estado dice 
qué es lo que de poder le corresponde).

La afirmación de que un Estado posee competencia exclusiva inter­
nacional, puede provenir del derecho convencional internacional (si un 
tratado declara como exclusivo para un Estado un asunto específico), 
tratado que no existe entre Estados Unidos y México o puede provenir
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3. ¿Aplicación única y exclusiva de ley mexicana y competencia exclusivai

Me detengo con un comentario complementario a la llamada compe­
tencia exclusiva. Se relaciona con otro punto sobre el que se me cues­
tiona y que consiste en saber si algunas disposiciones de la Ley de Avia­
ción Civil de 1995 (reformada en 2013), sucesora de la Ley de Vías de 
Comunicación, tienen preeminencia o aplicabilidad como para que un 
asunto como el que se me consulta, tenga que ser llevado a los tribuna­
les mexicanos. Mi respuesta es no.

Se me ha proporcionado una declaración jurada, signada por el Lie. 
Ramiro Covarrubias, abogado en Veracruz (que dictaminó a favor de 
la empresa), y se me pide que exprese alguna opinión sobre sus afir­
maciones. Con el respeto debido a un abogado mexicano, expreso un 
desacuerdo con su opinión o punto de vista.

El Lie. Covarrubias se funda (principalmente) en que los artículos
4, 62 y 92 de la Ley de Aviación Civil (ley mexicana) rigen este caso. 
Para mejor entendimiento de la corte, transcribo las disposiciones 
mencionadas:

Art. 4. La navegación civil en el espacio aéreo sobre terri­
torio nacional se rige por lo previsto en esta Ley, por los 
tratados y, a falta de disposición expresa, se aplicará:
I. La Ley de Vías Generales de Comunicación;
II. La Ley General de Bienes Nacionales;
III. La Ley Federal de Procedimiento Administrativo, y
IV. Los códigos de Comercio; Civil para el Distrito Fede­
ral en Materia Común y para toda la República en materia 
Federal; y Federal de Procedimientos Civiles.

Art. 62. Para los daños a pasajeros, el derecho a percibir 
indemnizaciones se sujetará a lo dispuesto por el artículo 
1915 del Código Civil para el Distrito Federal en Materia 
Común y para toda la República en Materia Federal, salvo 
por lo que se refiere al monto que será el triple de lo pre­
visto en dicho artículo. Para la prelación en el pago de las 
indemnizaciones, se estará alo dispuesto en el artículo 501 
de la Ley Federal del Trabajo.
La indemnización por la destrucción o avería del equipaje 
de mano será de hasta cuarenta salarios mínimos. Por la pér­
dida o avería del equipaje facturado la indemnización será 
equivalente a la suma de setenta y cinco salarios mínimos.

“Art. 92. Las sanciones que se señalan en este capítulo se aplicarán sin 
perjuicio de la responsabilidad civil o penal que resulte, ni de la revo­
cación que proceda”.
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El art. 3 de la Ley de Aviación Civil mexicana (que también mencio­
na el Lie. Covarrubias), aparentemente podría interpretarse como una 
regla autoatributiva de una competencia exclusiva del Estado mexicano, 
lo que es incorrecto, como paso a explicar. Tal disposición prescribe:

Artículo 3. La explotación, uso o aprovechamiento del es­
pacio aéreo situado sobre el territorio nacional, es de juris­
dicción federal.
Corresponderá a los tribunales federales conocer de las 
controversias que se susciten con motivo de la aplicación 
de esta Ley, sin perjuicio de que las controversias que sur­
jan entre particulares se sometan a arbitraje, de conformi­
dad con las disposiciones aplicables.
Los hechos ocurridos y los actos realizados a bordo de 
una aeronave civil con matrícula mexicana, se sujetarán a 
las leyes y autoridades mexicanas; y los que ocurran o se 
realicen a bordo de una aeronave civil extranjera durante 
el vuelo de la misma sobre territorio nacional, se regirán 
por las leyes y autoridades del Estado de matrícula de la 
aeronave, sin perjuicio de lo establecido en los tratados. 
En el caso de comisión de delitos en aeronaves, se estará a 
lo dispuesto por el Código Penal para el Distrito Federal 
en Materia de Fuero Común y para toda la República en 
Materia de Fuero Federal.
Son aplicables a la navegación aérea civil las disposicio­
nes que, sobre nacimientos y defunciones a bordo de un 
buque con bandera mexicana, establece el Código Civil 
para el Distrito Federal en Materia Común y para toda la 
República en Materia Federal.

Se trata, en este caso, de una regla interna de atribución de competencia 
a los tribunales federales, que excluye a los estatales. Como dije, es una 
regla de competencia judicial exclusiva interna, no internacional. Este 
artículo ha de interpretarse en el sentido de que no es a las entidades 
federativas a quienes les competen estos asuntos, sino a los tribunales 
federales. Esta Ley de Aviación Civil no es una regla de competen­
cia exclusiva internacional, sino de atribución de competencia a los 
tribunales federales (una competencia judicial exclusiva interna). No 
discutiré aquí si los asuntos derivados de la responsabilidad civil son 
federales o si esta disposición es constitucional. Simplemente diré que 
en este artículo de la Ley de Navegación, se le atribuye competencia a 
los tribunales federales, excluyendo a los de las entidades feclerativas.

Ante la falta de precedentes judiciales específicos, referidos a esta parte 
de la ley, trataré de enfatizar lo que digo a partir de la explicación de uno 
de los más grandes privatistas mexicanos internacionales. Me refiero al
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